CONSECUENCIAS DEL INCUMPLIMIENTO DEL PACTO ESTATUTARIO

Un análisis de los negativos efectos económicos y sociales que el incumplimiento del Pacto Estatutario provoca en la sociedad vasca

(Documento elaborado para su aportación en la primera comparecencia de la Vicelehendakari ante la Comisión Especial sobre Autogobierno del Parlamento Vasco)

I.- ÁREA DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL

1. a)
Contenido del autogobierno vasco

El Estatuto de Gernika asigna a los poderes públicos vascos en este área fundamentalmente capacidad ejecutiva, lo que quiere decir que al Gobierno vasco le corresponde aplicar y hacer cumplir las Leyes laborales dictadas por el Estado, así como desarrollar y gestionar los recursos y prestaciones correspondientes de los sistemas públicos de protección social.

En estas materias el autogobierno vasco se distingue sobre todo por la asunción en plenitud de toda la capacidad de gestión pública cuyos principios y mecanismos de actuación diseñen las Leyes.

En materia laboral, el Estatuto de Gernika, a diferencia de la mayoría de Estatutos de Autonomía, refleja la especificidad de la autonomía financiera de las instituciones vascas y enuncia la capacidad de actuación pública en Euskadi con el importante matiz de su orientación hacia dos objetivos generales: “adecuar las condiciones de trabajo al nivel de desarrollo y progreso social” y “promover la cualificación y formación integral de los trabajadores”.

Hasta el día de hoy, sin embargo, la mayor parte de estas potencialidades se han desarrollado de un modo parcial e imperfecto. Tras la transferencia de algunos servicios laborales básicos en la etapa pre-autonómica no ha habido continuidad en la asunción de la mayor parte de funciones públicas que reflejan las leyes. En todo caso, la especial virulencia que mostraron los procesos de reconversión industrial en Euskadi justificaron la puesta en práctica de políticas activas de empleo sin contar con transferencia alguna.

Por lo que atañe a las políticas de protección social, el Estatuto de Gernika asume mayores capacidades que la mera gestión de recursos y el traslado de prestaciones a la ciudadanía. Todas las políticas universalizadas y financiadas desde los impuestos de los vascos y vascas le han permitido a la CAPV, a través de Osakidetza y de la acción de las Instituciones Forales y Locales, tanto el diseño como la garantía financiera de los sistemas públicos de asistencia sanitaria y de servicios sociales, con una tradición consolidada en eficacia y un alto grado de solidaridad con las personas más desfavorecidas.

En materia de seguridad social, el Estatuto de Gernika permite la asunción de la gestión económica del sistema, lo que implica compartir su financiación a través de convenios con las instituciones estatales, para cuya suscripción deben dimensionarse sendos compromisos de solidaridad que contribuirían a la estabilidad y corresponsabilidad con el conjunto del sistema en el Estado.

Hay que tener en cuenta que el carácter unitario de la seguridad social en todo el Estado y su manifestación a través de la llamada “caja única” del sistema no son obstáculos insalvables para que las instituciones vascas puedan asumir su gestión territorial, incluida la garantía financiera de todas las prestaciones, tal y como contempla el Estatuto de Gernika.

1. b)
Transferencias pendientes

De acuerdo con lo previsto en el Estatuto de Gernika, la CAPV debe asumir las funciones que en el ámbito territorial del País Vasco desarrolla la Administración del Estado directamente o a través de varias instituciones y organismos como el INEM, FOGASA, INSS, Tesorería de la SS, etc...

Un análisis somero de las razones más gruesas que alega la Administración estatal para rechazar la adopción de acuerdos de transferencias arroja el siguiente balance:

Prestaciones por desempleo, llamadas políticas pasivas de empleo (34).
Su inclusión en la acción protectora de seguridad social traslada el debate al propio traspaso de la seguridad social, porque las Leyes estatales han incluido la protección del desempleo en las contingencias de seguridad social y, en consecuencia, se puede entender que los fondos procedentes de las cuotas de empresarios y trabajadores para el desempleo pertenecen a la caja única del sistema de seguridad social.

En la última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 se considera que es una materia “no transferible” por ser de competencia exclusiva del Estado, bajo el epígrafe de “régimen económico de la Seguridad Social”, según artículo 149.1.17ª CE. No se puede compartir ese criterio porque supone hacer una lectura constitucional que anula lo dispuesto en el artículo 18.2.b) del Estatuto de Gernika, según el cual corresponde al País Vasco “la gestión del régimen económico de la Seguridad Social”. De cualquier manera, los textos legales reflejan un reparto claro que el Estado se niega a materializar, no pudiendo tampoco admitirse las apelaciones que hacen autoridades estatales a la “solidaridad” y a la “caja única” como obstáculos que impiden el traspaso, pues de nuevo el Estatuto de Gernika en su disposición transitoria quinta atribuye a la Comisión Mixta de Transferencias el establecimiento de “convenios mediante los cuales la Comunidad Autónoma asumirá la gestión del régimen económico de la Seguridad Social, dentro de su carácter unitario y del respeto al principio de solidaridad” (por lo tanto, son principios a respetar y no principios que impiden el traspaso).

Promoción y gestión de empleo, llamadas políticas activas de empleo (35).

Ha habido negociaciones hasta 1999, siguiendo la estela de los traspasos de la gestión que se han hecho a la mayoría de CCAA. Se suele trasladar a la opinión pública que el Gobierno vasco no alcanza un acuerdo sobre las políticas activas porque también pide las pasivas, algo que es falso porque oficialmente se ha pedido un traspaso independiente de ambas funciones.

Realmente no se alcanza un acuerdo sobre el traspaso de las políticas activas de empleo porque el Estado no acepta que el Gobierno vasco tenga capacidad para definir sus propios planes de fomento, y pretende que sólo deba gestionar los planes que se elaboren a nivel de Estado. 

Tampoco se alcanza el acuerdo porque el Estado quiere retener parte de las funciones de gestión, no acepta que el Gobierno vasco se encargue de los incentivos a las contrataciones laborales a través de bonificaciones en las cuotas empresariales de seguridad social. Esta no es una cuestión menor, dado que los fondos destinados a este tipo de ayudas alcanzan a más de la mitad del total destinado en todo el Estado a políticas activas. De modo que la oferta de transferencia que hasta hoy hace el Estado comprende transferir menos de la mitad de la gestión de políticas activas.

La última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 reconoce que ésta es una materia pendiente de acuerdo.

El 13 de febrero de 2001 el Gobierno vasco aprobó una propuesta detallada de acuerdo sobre esta materia para su negociación en la Comisión Mixta de Transferencias, que se trasladó a la Administración del Estado instándole la remisión de un posicionamiento razonado sobre sus contenidos. A día de hoy el MAP no ha contestado.

Formación Profesional Ocupacional (36).

También ha habido negociaciones ligadas a las de las políticas activas de empleo.

Además del mismo problema de oponerse a que el Gobierno vasco defina sus propios planes, el Estado quiere retener la gestión de algunos centros públicos docentes alegando un criterio de interés nacional de naturaleza política que carece de respaldo jurídico constitucional.

Los fondos destinados a formación profesional proceden de cuotas devengadas por empresarios y trabajadores, por lo que a pesar de que el Tribunal Constitucional ya precisó que en este caso no forman parte de los recursos de seguridad social, el Estado entiende que deben gestionarse con un mecanismo de caja única y se opone a que pudieran ser recaudados y gestionados por el Gobierno vasco en el ámbito de la CAPV. Lo curioso es que en la mayor parte de Europa la formación profesional se financia por impuestos, lo que de trasladarse al Estado español supondría el fin de esta polémica estéril.

Por último, el Estado excluye de la transferencia los servicios dedicados a la formación profesional continua. La razón es que desde 1995 alcanzó un acuerdo con los agentes empresariales y sindicales de ámbito estatal para gestionar esta materia desde una Fundación de control tripartito (FORCEM).

El Estatuto de los Trabajadores admitió la adopción de acuerdos de ámbito autonómico, materializados únicamente en Euskadi. Desde entonces, el Estado ni admite la transferencia ni reconoce una suficiente autonomía a la Fundación vasca HOBETUZ para la gestión de la formación continua. Durante algunos años la Administración estatal suscribió un convenio para dotar a la fundación vasca de una financiación equivalente a la recaudación por cuotas en la CAPV, pero desde el año 2000 lo ha rechazado con justificaciones de mera falta de voluntad política.

La última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 reconoce que esta es una materia pendiente de acuerdo.

La propuesta detallada de acuerdo aprobada por el Gobierno Vasco el 13 de febrero de 2001 incluye también a esta materia, sin que hasta la fecha el MAP haya contestado razonadamente sobre la misma.

Regulación de empleo (37).

Falta de transferir la capacidad de resolución administrativa cuando están implicadas determinados tipos de empresas. Se trata de completar los traspasos que se realizaron en la etapa pre-autonómica. No se conocen razones para no poder alcanzar un acuerdo.

La última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 indica que se trata de competencias o funciones cuyo ejercicio pleno no requiere traspaso de medios. Ese argumento, sin embargo, obvia la necesidad de adoptar un acuerdo que modifique la transferencia acordada en la etapa pre-autonómica, en la que por meras razones de oportunidad política quedó excluido el ejercicio de funciones de la CAPV en algunos supuestos. Un nuevo acuerdo sí permitiría el ejercicio pleno de estas competencias, independientemente de que no se asuman nuevos medios para ello.

Instituto Nacional de la Seguridad Social. Instituto Social de la Marina. Gestión del Régimen Económico de la Seguridad Social (38) (39) (40).

Las razones del Estado para oponerse a estas transferencias no se conocen realmente porque en estos 22 años nunca ha habido una negociación medianamente seria. No cabe dar por justificación válida muchas de las razones que se exteriorizan en los medios, como la ruptura de la unidad del sistema, la caja única o la igualdad de los españoles. Todos ellos son principios que se pueden respetar escrupulosamente a partir de que la CAPV asuma la gestión y comparta las garantías financieras con una adecuada dimensión para la solidaridad y estabilidad del sistema en el conjunto estatal.

La última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 cataloga las competencias correspondientes al INSS y a la gestión económica de la SS como “no transferibles” por interpretar que son de competencia exclusiva del Estado, criterio claramente rechazable y erróneo jurídicamente como se ha detallado en la anterior referencia a las políticas pasivas de empleo. Curiosamente, sin embargo, se reconoce que constituye una materia pendiente de acuerdo la referente al Instituto Social de la Marina, lo que suponemos una falta de rigor de la comunicación del MAP (que quizás tenga su explicación en la falta de asunción de funciones de políticas activas de empleo que desarrolla el ISM, mientras que suponemos se mantendría la oposición respecto a las acciones que desarrolla ese mismo organismo en la gestión del régimen económico de seguridad social especial que afecta a los trabajadores del mar).

Centro de Investigación y Asistencia Técnica a los gabinetes de higiene y seguridad en el trabajo (CIAT) (41).

El Ministerio de Trabajo hace años que manifestó la imposibilidad de realizar esta transferencia porque el centro ubicado en la CAPV da servicio a los gabinetes de todo el Estado. Esta razón no es de recibo, pues no responde a ningún fundamento jurídico constitucional.

En efecto, la última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 indica que no se requiere traspaso porque “sus medios son necesarios para el desempeño de funciones de apoyo técnico o asistencia de carácter intercomunitario”. Más allá de lo impreciso de esa razón, se corrobora así un argumento contrario a las normas constitucionales y estatutarias que rigen el proceso transferencial, pues el traspaso de medios debe producirse para que la CAPV ejerza sus funciones, sin perjuicio de que se articulen acuerdos de colaboración que posibiliten el uso o la compartición de recursos por el Estado para el ejercicio de las que le son propias.

Inspección de Trabajo (43).
Históricamente han pesado razones de oportunidad para que el Estado se niegue a alcanzar un acuerdo en esta materia porque los funcionarios se organizan en cuerpos nacionales y se oponían a desgajar territorialmente sus funciones. Una Ley estatal de 1997 ofrece una solución intermedia, como es la de posibilitar el traspaso y mantener una doble dependencia para que los funcionarios que ya pertenecieran a la CAPV también siguieran haciendo trabajos para la administración estatal. Las razones actuales del Estado constituyen una negativa a articular esa posibilidad prevista en la Ley e incluso el Ministerio se niega a conveniar la constitución de una Comisión conjunta (prevista en la citada Ley) que planifique y coordine las actuaciones en el ámbito de la CAPV. El Gobierno vasco se encuentra bloqueado y no puede desarrollar la capacidad ejecutiva de inspección laboral asumida en el Estatuto de Gernika.

La última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 reconoce que esta es una materia pendiente de acuerdo, si bien da testimonio de su visión restrictiva al referir que lo que está pendiente es un “Acuerdo bilateral de colaboración y cooperación para el desarrollo de las funciones asignadas a la Inspección de Trabajo” (lo que evidencia que su intención seguirá siendo la de no traspasar un solo medio).

FOGASA (44).

No ha habido negociaciones y cabe esperar que los problemas ya apuntados en el resto de casos se reproducirían en este, debido a la naturaleza de los fondos y los intereses de agentes estatales en juego.

Así, la última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 considera que el FOGASA no puede ser objeto de traspaso por corresponder a la competencia exclusiva del Estado (en este caso, además de justificarse la negativa al traspaso en el título competencial estatal referente al “régimen económico de la SS”, el Estado alega que también están en juego los títulos relativos a “ordenación general de la economía” –art. 149.1.13ª CE- y a “hacienda general y deuda del Estado” –art. 149.1.14ª CE-, lo introduce una perspectiva económico-financiera que hará más intratable aún la reivindicación estatutaria).

1. c)
Implicaciones para la sociedad vasca y expectativas de futuro

El desarrollo de las competencias asumidas en el Estatuto de Gernika en el área de trabajo y seguridad social pasa por ser uno de los retos pendientes más trascendentales para lograr el impulso y profundización del autogobierno. Tal empeño debe a su vez enderezarse con la voluntad de atender y respetar los principios de solidaridad, cohesión territorial e igualdad básica de la ciudadanía.

El hecho de que Euskadi tenga una composición distinta en sus agentes sociales a la del Estado y, sobre todo, que en éste último no haya flexibilidad suficiente para respetar esta peculiaridad del marco vasco de relaciones laborales, influye de un modo muy negativo en las condiciones del diálogo social con interferencias de orden político.

Pero, la principal consecuencia negativa de la falta de desarrollo de estas facetas laborales y sociales del autogobierno vasco, habría que medirla en términos de pérdida de eficacia de los poderes públicos vascos para elaborar y poner en práctica políticas que atiendan a los problemas sociolaborales específicos de la sociedad vasca y refuercen el crecimiento y la competitividad de la economía vasca.

Así se percibió durante la crisis económica y los procesos de reconversión industrial de principios de los noventa, a partir de los cuales fue necesario generar nuevas políticas de fomento del empleo desde el Gobierno vasco de un modo simultáneo a las que ya realizaban aquí el INEM o el Ministerio de Trabajo. El refuerzo ha dado resultados positivos en el empleo y en la economía vasca, demostrando que las capacidades que comprende el autogobierno vasco pueden generar una alta rentabilidad social.

La autonomía política implica ineludiblemente capacidad de diseñar políticas públicas propias y, por lo tanto, hay que aceptar que pudiera albergar la posibilidad de que la democracia social tenga distintos contenidos en materia de derechos sociales de la ciudadanía en unos u otros ámbitos territoriales, tal y como ocurre en el espacio de la Unión europea, y sin que ello suponga desigualdad alguna en los derechos y libertades fundamentales, entre ellos el libre intercambio y circulación de trabajadores, por supuesto, garantizando todos los principios de solidaridad aplicables en función de la posición socioeconómica de Euskadi para con el Estado.

II.- ÁREA DE INFRAESTRUCTURAS Y MEDIO AMBIENTE

2.a)
Contenido del autogobierno vasco

El autogobierno vasco en materia de infraestructuras tiene fijado en el Estatuto de Gernika una capacidad máxima de gestión para la que resulta clave el instrumento del Concierto Económico vasco, dado que fundamentalmente la autonomía financiera es la que proporciona capacidad para poder realizar una planificación pública eficaz y poder disponer, en última instancia, de las dotaciones más adecuadas en infraestructuras.

En este área resulta también importante la cohesión territorial, por lo que respecto a muchas de las materias implicadas aparece en el Estatuto de Gernika la raigambre foral y la consiguiente competencia de las Instituciones Forales.

Por lo que hace a la materia de medio ambiente, al Estado le corresponde en general toda la legislación de protección de los recursos naturales, que se entienden pertenecientes a la titularidad estatal, y el dictado de la normativa básica medioambiental. Queda al autogobierno vasco una amplia capacidad de desarrollo de los sistemas de gestión y el desarrollo de todas las medidas medioambientales que completen el nivel deseado de protección y sostenibilidad del medio ambiente.

Finalmente, podemos incardinar en este apartado todo el conjunto que corresponde a la importante materia urbanística. Al Estado corresponde exclusivamente legislar sobre el contenido del derecho de propiedad del suelo, siendo de competencia de la CAPV el grueso de la legislación urbanística, incluida la definición del ámbito de gestión que corresponda a las instituciones locales.

2. b)
Transferencias pendientes

Un primer grupo de las transferencias pendientes tienen por objeto servicios administrativos, sobre los que deberán acordarse las funciones en las que se producirá la sucesión entre Administraciones, con el personal, medios y valoración económica anejos a las mismas. Se trata de transferencias pendientes en:

-Servicios de meteorología (1)

-Salvamento y seguridad marítima (11)

-Centro de asistencia técnica para las obras públicas (CEDEX) (7)

En varias ocasiones algunos representantes del Estado han manifestado públicamente su rechazo a considerar pendientes este grupo de transferencias, porque al tener que seguir realizando el Estado tareas vinculadas a funciones de su competencia (desde las perspectivas de defensa, relaciones internacionales y otras) entienden que los medios existentes no deben ser objeto de traspaso.

No se niega que el Estatuto de Gernika contemple estas competencias, sino que entienden que las instituciones vascas deben desarrollarlas con cargo a su autonomía financiera y, además, que las mismas instituciones vascas sigan contribuyendo a través del Cupo al Estado a la financiación de los servicios actuales, en su mayor parte organismos o empresas públicas estatales (Instituto Nacional de Meteorología, Sociedad española de salvamento y seguridad marítima y CEDEX).
La discrepancia se puede transformar de este modo en una cuestión exclusivamente financiera que pudiera arreglarse en el marco de negociación del Concierto económico, aunque lamentablemente el Estado se niega a considerar siquiera esa posibilidad.

En la última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 se considera que son competencias o funciones que no requieren traspaso de medios porque los existentes sirven o están adscritos a la prestación de servicios por el Estado, valoración que confirma la discrepancia apuntada.

En un segundo bloque son de señalar las transferencias pendientes respecto a transporte marítimo y fluvial (5), transporte mecánico por carretera (9), los tramos de dos autopistas en régimen de concesión (2) que discurren por territorio de la CAPV (Burgos-Armiñón, en Alava, y Bilbao-Zaragoza), y varios servicios ferroviarios (8) que discurren por líneas de ferrocarril con continuidad hacia otras Comunidades Autónomas.

Las razones alegadas por el Estado para negarse a alcanzar acuerdos han girado en torno a la falta de reconocimiento del criterio territorial como factor específico y diferencial del Estatuto de Gernika. Además, en estos casos se conjuga también el argumento de la calificación de las infraestructuras como de interés general del Estado.

La última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 reconoce que son materias pendientes de acuerdo el transporte marítimo y el transporte mecánico por carretera. Sin embargo, considera que el traspaso de la autopista A-8 agotó los traspasos pendientes en materia de autopistas (negándose a considerar como tales los casos de las autopistas A-68 y A-1 citadas). Considera asimismo que no procede el traspaso de los servicios ferroviarios que demandamos porque forman parte de la red nacional integrada de transporte ferroviario.

La transferencia de la autopista A-8 del Cantábrico (Bilbao-Behobia) a finales de 1999 encontró argumentos adecuados jurídicamente, a pesar de que constituía una infraestructura perteneciente al catálogo de carreteras del Estado de interés general, lo que demuestra la viabilidad jurídica de los planteamientos que requieren la transferencia de las demás infraestructuras. Es más, todas estas infraestructuras que para el MAP son ahora jurídicamente “no transferibles” han sido en distintos momentos históricos objeto de oferta por su parte, demostrándose así que únicamente existe un obstáculo de mera conveniencia política.

Por último, restan las transferencias relativas a los Aeropuertos (3) y Puertos de interés general (4), expresamente contempladas en el Estatuto de Autonomía, que tienen por contenido común el traspaso de su gestión, o lo que es lo mismo, el ejercicio por la Comunidad Autónoma de las funciones de administración establecidas en el ordenamiento jurídico, conservando el Estado la titularidad sobre los mismos en razón de su calificación de interés general. Se desconocen las razones por las que en ningún momento ha sido posible tan siquiera dialogar sobre la viabilidad de estas transferencias pendientes.

En la última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 se hacen los siguientes planteamientos:

-Puertos de interés general: se considera un asunto resuelto con la Ley de Puertos de 1997, que, sin embargo, supuso un mero avance respecto al reconocimiento de que las CCAA designen a los miembros del órgano rector de la autoridad portuaria, y en ningún caso un traspaso de las facultades de gestión a manos del Gobierno vasco o cualquier otro Gobierno autonómico.

-Aeropuertos de interés general: se considera, contradictoriamente con lo señalado respecto a los puertos, que no pueden ser objeto de traspaso porque son de competencia exclusiva del Estado, al haberse reservado el mismo su gestión directa (adviértase que el Estatuto de Gernika dice que la competencia será del gobierno Vasco cuando el Estado no se reserve la gestión directa). Aquí hay una falta de rigor interesada, pues independientemente de los servicios aeronáuticos que no reivindicamos porque sí son de competencia exclusiva del Estado, los demás servicios aeroportuarios de tierra y la posición de administración concedente respecto a ellos es falso que se encuentren reservados a la gestión directa del Estado, sino que están sujetos desde hace varios años a políticas europeas de liberalización, lo que les hace plenamente transferibles.

2.c)
Implicaciones para la sociedad vasca y expectativas de futuro

Para el autogobierno vasco todas las circunstancias apuntadas suponen una lectura restrictiva del Estatuto de Gernika, produciendo una merma fundamental de expectativas para poder realizar una gestión pública eficaz y poder disponer mínimamente de una política vasca de infraestructuras.

La consecuencia más importante es que las instituciones vascas no pueden trabajar en la búsqueda de soluciones a los muchos problemas que tiene hoy planteados el transporte de mercancías o la gran movilidad interna y hacia el exterior que practica la ciudadanía vasca. Se pierden muchas posibilidades de mejora y no se impulsa adecuadamente la actividad económica aprovechando la combinación de todos los recursos públicos.

Por otra parte, desde el punto de vista de los recursos naturales ubicados en Euskadi y de la protección medioambiental relacionada con los mismos, las expectativas apuntan a una progresiva pérdida de interés por su preservación y su valorización, al estar dependientes en su tratamiento exclusivamente de intereses globalizados del Estado, intereses que a menudo se encuentran muy alejados incluso de las políticas de grandes principios que se desarrollan en la Unión europea.

El ejemplo más claro y reciente lo tenemos en el Plan Hidrológico Nacional, en el que bajo la apariencia de búsqueda de soluciones de solidaridad territorial en el aprovechamiento del recurso natural, existe un preocupante desprecio hacia muchos de los problemas medioambientales que plantea la gestión de trasvases de agua de unas cuencas a otras. El verdadero debate oculto a la ciudadanía, sin embargo, se encuentra en los anexos que relacionan las obras hidráulicas de interés general que financiará el Estado. Se ha hecho un debate de dinero allí donde el debate real era la protección y sostenibilidad medioambiental.

III.- ÁREA ECONÓMICO-FINANCIERA

3. a)
Contenido del autogobierno vasco
La materia financiera en el Estatuto de Gernika, constituida esencialmente por la ordenación del crédito y la banca, los seguros y la regulación del mercado de valores, ha estado marcada por constantes dificultades de desarrollo debido, fundamentalmente, a regulaciones exhaustivas y acabadas del Estado, lo que ha propiciado que la CAPV no haya podido ni siquiera ejecutar lo que podía considerarse normativa básica.

A tal fin, se exponen las pautas a seguir respecto al área que ahora nos ocupa integrando en un mismo epígrafe lo que han sido las lecturas contradictorias del Estatuto y lo que hipotéticamente podrían ser funciones pendientes de transferir, en el entendimiento de que las mismas respetan, en todo caso, la unidad económica del Estado y la ordenación general de la economía.

Una lectura medianamente racional del Estatuto de Gernika hubiera permitido a las instituciones vascas un papel de participación en los grandes engranajes del sistema financiero, además de la realización de las funciones administrativas ordinarias de supervisión y control de las entidades financieras privadas radicadas en Euskadi. 

En cierto modo, se puede afirmar que se trataba más bien de un papel destinado a compartir la propia construcción del sistema financiero del Estado y a compartir los retos que para estas cuestiones trasladaba la construcción europea.

Este potencial se hubiera podido conjugar, por otra parte, con el desarrollo de iniciativas públicas que impulsan una imagen financiera sólida del sector público vasco desde algún tipo de institución pública emblemática, de ahí el proyecto nonato de un Banco público vasco.

Asimismo completan el panorama económico-financiero un grupo de importantes competencias previstas en el Estatuto de Gernika, que contemplan una capacidad general para la promoción, el desarrollo económico y la planificación de la actividad económica en el País Vasco, así como de las competencias en materias de industria, comercio o cualesquiera de las actividades sectoriales primarias y de servicios.

Finalmente, el pilar sobre el que se edifica el área económico-financiera corresponde al Concierto Económico vasco. Su principal potencial se refiere más al entramado de la hacienda pública y a las relaciones financieras con el Estado, que corresponde al ámbito de garantías del autogobierno vasco. No obstante, no podemos obviar el importante potencial de influencias directas e indirectas que supone para el sistema financiero la capacidad tributaria general reconocida en el Estatuto de Gernika a las instituciones vascas.

3.b)
Transferencias pendientes

En materia de seguros:

La Ley de Ordenación de Seguros Privados de ámbito estatal es una norma que, con los puntos de conexión que establece, ha desprovisto y vaciado en la práctica la posibilidad de desarrollo normativo y ejecución en Euskadi de sus contenidos. Asimismo, ha impedido que las autoridades vascas ejerzan las funciones de autorización, control y supervisión que en este momento ostenta el Ministerio de Economía y Hacienda y/o el Banco de España.

Quiere esto decir que en lugar de haberse diseñado un sistema que le permitiera a la Comunidad Autónoma vasca desarrollar sus competencias sobre las entidades aseguradoras domiciliadas en Euskadi, la legislación del Estado no lo permite.

En relación con los Planes y Fondos de Pensiones, desde una perspectiva financiera y económica, la regulación estatal es tan acabada que sobrepasa los límites de las bases de la regulación financiera que se trata de ordenar.

En su virtud, debe encontrarse un punto de equilibrio en orden a atemperar competencialmente las facultades administrativas que atribuyen al Estado las normas citadas. Así, habrá de establecerse un punto de conexión (que contemple promotores, partícipes, beneficiarios, u otros elementos) para que el País Vasco pueda, razonablemente, legislar y ejecutar sus facultades estatutarias en la materia de planes y fondos de pensiones.

En materia de crédito y banca:

En estas materias, la normativa existente a nivel estatal ha desfigurado casi por completo las competencias que el artículo 11.2.a) del Estatuto de Gernika otorga a la Comunidad Autónoma de Euskadi.

Es por ello que deben removerse los obstáculos normativos para que las funciones que hoy en día ejercen los Ministerios de Economía y Hacienda y el Banco de España en materia de ejecución de la legislación sobre crédito y banca, autorizaciones y controles en el sector, queden radicadas en los órganos autonómicos.

Asimismo, y a fin de determinar el ámbito de actuación tanto del Estado como de la Comunidad Autónoma, deberán establecerse los adecuados puntos de conexión. Por dos veces sendas sentencias del Tribunal Constitucional en estos últimos años han declarado la inconstitucionalidad de las Leyes estatales sobre supervisión y disciplina bancaria por silenciar el criterio competencial, también llamado punto de conexión, con el que se identifica el supuesto de hecho que permite determinar cuándo resulta competente cada Administración.

Mientras el Estado siga sin dictar las Leyes que recompongan esa situación ya constatada y les permitan a las instituciones vascas intervenir, el control administrativo último sobre las entidades de crédito, incluidas las propias Cajas de Ahorros y Cooperativas de crédito vascas, sigue siendo realizado por las autoridades, órganos y organismos estatales.

En materia de mercado de valores:

La Ley del Mercado de Valores ha incidido en la competencia autonómica en la materia hasta su práctica desaparición, por lo que se hace preciso dotar de contenido al precepto estatutario que atribuye a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en este ámbito.

A este fin, deben reintegrarse a los órganos del País Vasco las siguientes facultades: 

· Organización, supervisión, inspección y control sobre la Sociedad Rectora de la Bolsa de Bilbao y operadores de la misma.

· Posibilidad de creación y control por parte de la Comunidad de otros centros de contratación distintos a los previstos en la Ley del Mercado de Valores.

· La determinación de las categorías de valores susceptibles de negociación en las bolsas de ámbito de la Comunidad Autónoma.

· La función de verificación del cumplimiento de los requisitos que deben reunir los valores para su admisión a cotización.

· La facultad de excluir o suspender la negociación de un valor en los mercados oficiales respecto a aquéllos que se negocien exclusivamente en Bolsas del territorio de la Comunidad Autónoma.

· Las medidas de intervención o sustitución en relación con los organismos rectores de las bolsas; y,

· La participación eficaz en los órganos ejecutivos de la Comisión Nacional del Mercado de Valores.

Recientemente las sociedades privadas rectoras de todas las bolsas del Estado han propiciado la creación de un holding que controle centralizadamente la gestión y las transacciones bursátiles. El Gobierno estatal ha impulsado políticamente esta operación sin considerar la más mínima participación de los gobiernos autonómicos. Se ha escuchado la crítica del Gobierno vasco, mostrando su preocupación más que fundada por el hecho de que este tipo de operaciones propiciadas por la corriente de globalización de la economía hará que a medio plazo, si no se interpone algún tipo de remedio, se sacrifiquen símbolos estratégicos como la bolsa de Bilbao. El problema principal estriba, en última instancia, en la pérdida de influencia de los poderes públicos vascos.

Gran parte de los planteamientos centralistas hechos en las Leyes que hemos citado tienen proyectado un reforzamiento desde una próxima modificación del entorno a través de una nueva Ley Financiera del Estado.

En materia de Defensa de la Competencia:

Aunque esta materia no sea propiamente financiera la incluimos en este apartado por sus connotaciones con muchos de los aspectos que hemos reflejado y porque, en última instancia, las circunstancias de una reciente sentencia judicial han hecho que realmente estemos en presencia de otra transferencia pendiente.

El sistema español de defensa de la competencia se creó inspirado en el sistema europeo y quedó centralizado en manos de un único tribunal administrativo. El Tribunal Constitucional recientemente dictó una sentencia declarándolo inconstitucional por no permitir actuación alguna de las Comunidades Autónomas, en un pronunciamiento muy similar al que hemos citado respecto a la legislación estatal sobre supervisión y disciplina de las entidades de crédito.

El argumento para centralizar fue igualmente la preservación de la unidad económica del Estado que, sin embargo, en este caso ha quedado desbaratado por la propia decisión de los Tribunales de Justicia. Se ha dicho concretamente que dicha unidad económica estatal no tiene por qué implicar la anulación de las competencias autonómicas asumidas en los Estatutos de Autonomía.

A pesar de este importante avance, el Gobierno estatal acaba de tramitar en las Cortes Generales un proyecto de Ley donde únicamente se incorpora la declaración genérica de que las CCAA podrán intervenir cuando no se afecte a la unidad económica y de mercado. No se permitirá ningún tipo de participación autonómica respecto a hechos tan relevantes para la economía como son las fusiones y concentraciones empresariales.

La última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 considera:

Crédito y Banca (51) y Crédito Oficial (53): que son materias de competencia exclusiva del Estado por su título específico y por los de ordenación general de la economía y hacienda general y deuda del Estado. Nada se dice de los títulos que contempla el Estatuto de Gernika y se obvian como hemos citado los propios pronunciamientos del TC.

Seguros (52) y Mercado de Valores (55): que son asuntos resueltos por la normativa estatal, que como hemos dicho ha deparado un vaciamiento manifiesto de las competencias autonómicas. En seguros se hace referencia al traspaso sobre mediadores de seguros, una cuestión parcial del problema.

Sector Público Financiero del Estado (54): ni tan siquiera es objeto de cita en la comunicación del MAP.

3. c)
Implicaciones para la sociedad vasca y expectativas de futuro

El resumen de la situación actual en este área puede expresarse mediante la imagen de que las instituciones vascas, a pesar de tener en el Estatuto de Gernika reconocidas importantes competencias en el área económico-financiera, no tienen reconocidas en las Leyes estatales vigentes prácticamente ninguna capacidad de intervención o actuación.

La ciudadanía vasca tiene que reflexionar sobre la situación a la que conduce contar con unas instituciones propias que no pueden influir, opinar o, mínimamente, representar a los intereses económicos y sociales de los vascos y vascas en el importante entramado del sistema financiero.

La economía vasca crece a mayor ritmo que la estatal impulsada por una potente iniciativa privada y unos poderes públicos que actúan una y otra vez en su apoyo, por lo que también resultará fundamental su intervención y participación en el sistema financiero del entorno del que dependen muchas de las incógnitas de progreso económico y muchas de las capacidades de actuación ante los ciclos económicos negativos.

Es una cuestión de supervivencia ante los retos de la economía globalizada que las instituciones vascas tengan algo que decir sobre los bancos, las aseguradoras, las bolsas de valores, etc... Es también una cuestión de sentido común que emana de la propia aspiración de autonomía política.

No nos referimos, por otra parte, a asuntos de política macroeconómica, o simplemente a los asuntos de grandes operaciones financieras, aunque a nadie se le escapa que una operación como la fallida fusión Endesa-Ibredrola, que afecta a una de las empresas radicadas en Euskadi más importantes, y que incide en definitiva en la línea de flotación de las economías de muchos vascos y vascas, no puede gestionarse sin la más mínima participación de las instituciones vascas.

Gran parte de las expectativas que trasladaban al autogobierno vasco las competencias recogidas en el Estatuto de Gernika en el área económico-financiera dependen de una necesaria interpretación y limitación del alcance de la unidad económica y de mercado del Estado. Sin apriorismos que tiendan a conservar las inercias del poder económico imbricadas en el poder político, las instituciones vascas deben participar en muchos de los foros y procesos a nivel de Estado que hoy en día tienen completamente cerrados. Por poner un ejemplo singular pero lo suficientemente expresivo, parece difícilmente sostenible que el Banco de España siga siendo un organismo endogámico del Estado, que debiera abrirse a la pluralidad de poderes públicos existentes en el Estado autonómico.

IV.- ÁREA DE INDUSTRIA, COMERCIO Y TURISMO

4.a)
Contenido del autogobierno vasco

El Estatuto de Gernika reconoce un alcance en plenitud de las capacidades del autogobierno vasco para desarrollar políticas, legislar y ejecutar todo tipo de facultades administrativas en el ámbito de la industria, el comercio interior, la protección y defensa de los consumidores, o cualquiera de los sectores industriales y comerciales específicos y emergentes, como es el caso del Turismo.

Asimismo son variadas las competencias del Estado que de alguna manera inciden en este área, bien desde la legislación privada o pública reservada al mismo, bien desde la legislación de protección pública patrimonial de los recursos naturales, desde la legislación de protección de la propiedad industrial privada, o desde la capacidad de dictar la normativa básica en sectores que, como el energético, resultan cruciales para el desarrollo de la industria.

Desde la perspectiva de los contenidos del autogobierno vasco éste es un área tradicional en el que se han volcado las instituciones vascas, con importantes apoyos desde una política fiscal coordinada y diseñada por las instituciones forales.

El resultado, es el de unas instituciones vascas que han resuelto con éxito los ciclos económicos regresivos de principios de los años 90 y han contribuido notablemente a lograr que la economía vasca crezca a mayor ritmo que las economías de su entorno, con una industria competitiva, con una buena dinámica de crecimiento y con una importante proyección exterior.

4. b)
Transferencias pendientes

Es de destacar en este área la transferencia del Sector Público del Estado (24), cuyo contenido ha de recoger la articulación de los mecanismos oportunos a fin de que las Instituciones del País Vasco participen en los órganos de administración de las entidades cuya gestión administrativa y dirección de los negocios estén efectivamente radicadas en el País Vasco. 

Dicho contenido deberá asegurar y facilitar la coordinación e impulso del conjunto de la actividad del sector público empresarial, mediante la creación de órganos o procedimientos de relación entre ambas Administraciones para la definición y control de sus lineamientos estratégicos.

En la ultima comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 se considera, a nuestro modo de ver un tanto groseramente, que la presencia de representantes de la CAPV en los órganos de dirección de empresas cuya actividad incide en la economía vasca no exige traspaso alguno. Evidentemente, exige una voluntad y comprensión política que no existe, más allá de entender que el proceso transferencial es un mecanismo jurídico-económico para articular la subrogación entre Administraciones o la participación conjunta en términos de cooperación necesaria, pues el monopolio de representación que hoy tiene la Administración del Estado en tales empresas públicas se supone que no responde a ningún mandato divino.

Son también contenidos de las transferencias pendientes comprendidas en este grupo, los servicios y funciones desarrollados por organismos, sociedades y entidades vinculadas a la administración institucional en el área industrial (22).

A pesar de la reiterada negativa de la Administración estatal a acordar transferencias como la de los programas de fomento a las PYMEs que desarrollaba el Estado a través del organismo IMPI, el caso llegó al Tribunal Supremo, que falló considerando que efectivamente no se trata de una carga asumida por las instituciones vascas y que se encuentra pendiente de transferencia, como así continua hoy en día.

Dice la última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 que los organismos como el referido a promoción económica de PYMEs corresponden al ejercicio de competencias estatales sin que ello obste el ejercicio de competencias por la CAPV. La cuestión es que contribuimos a través del Cupo al Estado a su financiación y se nos invita a que también usemos de nuestra autonomía financiera para articular políticas propias, lo que resulta inaceptable y hace de estas transferencias también una cuestión financiera que se pudiera resolver en la por el momento fallida negociación del Concierto económico.

Respecto a la transferencia de Hidrocarburos (25) el contenido del traspaso se refiere a los servicios administrativos relativos al otorgamiento de los permisos de exploración y concesiones de explotación de hidrocarburos en el ámbito territorial del País Vasco, así como las demás funciones anejas o complementarias de inspección, vigilancia, control y sanción.

Dice la última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 que Hidrocarburos es un asunto resuelto desde la Ley estatal de 1998. Dicha Ley ordenó la actividad administrativa referente al sector y reconoció las funciones autonómicas que reivindicamos, sin que podamos entender que quedó modificada la Constitución o el Estatuto de Gernika como para sostener ahora que no es pertinente completar el proceso transferencial pendiente.

Respecto al Turismo, deben completarse las transferencias ya realizadas, a fin de que las profesiones turísticas; la información turística; la autorización y control de las agencias de viajes; los Paradores Nacionales sitos en territorio de la Comunidad Autónoma; y, en general, todas aquellas funciones atribuidas al Ministerio de Comercio y Turismo y al Instituto de Turismo de España que no fueron en su día transferidas, sean gestionadas desde las Instituciones de la Comunidad Autónoma del País Vasco.

Las numerosas veces que ha habido negociaciones sobre esta transferencia, los representantes del Estado han opuesto su negativa a materializarla bajo el argumento de que la sociedad estatal de paradores nacionales no están dispuestos a desgajarla, algo que no tiene el más mínimo respaldo jurídico porque es perfectamente viable como en cualquier otra transmisión de activos ya realizada.

Dice la última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 que los Paradores de Turismo (con lo que restringe a esa cuestión parcial el debate) no pueden ser objeto de traspaso porque son de competencia exclusiva del Estado según la sentencia del tribunal constitucional 58/82. De nuevo hay una lamentable falta de rigor porque esa sentencia para nada abordó tema alguno relacionado con los Paradores de Turismo, ni que sepamos ha existido sentencia alguna al respecto que hiciera ese tipo de afirmación tajante.

4. c)
Implicaciones para la sociedad vasca y expectativas de futuro

Una vez más, las situaciones aludidas, de lectura contradictoria del Estatuto de Gernika o de transferencias pendientes, se reflejan en una insuficiencia de medios y de instrumentos de las instituciones vascas para realizar políticas de promoción industrial de un modo verdaderamente eficaz.

En este área se manifiesta una clara reminiscencia del Estado clásico y centralista, obsesivo con la presencia del poder de gasto público en todos los sectores de la actividad económica y en particular en el más decisivo sector industrial.

Las expectativas de futuro apuntan a una descoordinación cada vez más acusada entre la política de promoción económica que realizan las instituciones vascas desde el conjunto de todos sus niveles institucionales y la política que realiza el Gobierno estatal desde una atalaya muy alejada de la realidad social última a la que afecta.

Aún a pesar de esta deficiencia notable, en un área que precisa como la que más de la coordinación y colaboración interinstitucional, lo cierto es que los sectores económicos y productivos vascos siguen aprovechando los esfuerzos que realizan las instituciones vascas a favor de mejorar su competitividad y adaptación a los retos del futuro y, más aún, a favor de que los resultados de crecimiento sean positivos.

V.- ÁREA DE EDUCACION E INVESTIGACION

5. a)
Contenido del autogobierno vasco

El texto del artículo 16 del Estatuto de Gernika, al iniciarse con la expresión “en aplicación de lo dispuesto en la disposición adicional primera de la Constitución, corresponde a la Comunidad Autónoma...”, alberga necesariamente una lectura conectada a la actualización del contenido pleno de facultades que tuvieran históricamente las instituciones vascas titulares del régimen foral en materia de educación e investigación.

Esta trascendental premisa, incardinada a su vez en la construcción de un nuevo sistema educativo, debió adquirir un contenido singular respecto al encaje de las Comunidades Autónomas en el Estado, expectativa que lógicamente se debía haber materializado en una diferente forma de interpretar, respecto a la CAPV, las competencias que se reservan al Estado en alguno de los tres espacios que suponen: el derecho fundamental a la educación, la regulación sobre los títulos académicos y profesionales, y la capacidad estatal de alta inspección.

El resultado de estas circunstancias permite interpretar, cuando menos, que el contenido del autogobierno vasco debe originar la conformación completa de un sistema educativo vasco a todos los niveles, que pueda ser construido desde unas amplias facultades legislativas y desarrollado desde una completa capacidad de gestión, todo ello con el diseño que las instituciones vascas planteen respecto a la autonomía y capacidad de autoorganización de la propia comunidad docente y de las redes existentes de centros públicos y privados.

Por otra parte, la citada singularidad del autogobierno vasco en materia de enseñanza se explica desde la perspectiva de retos importantes aludidos en el Estatuto, como es el caso del desarrollo de una formación profesional integral, o como el ambicioso objetivo que supone la recuperación y consolidación del euskera y el acomodo en una sociedad plenamente bilingüe.

5. b)
Transferencias pendientes

La principal transferencia pendiente en este área de educación es la relativa a la investigación científica y técnica (23), que incide también desde el punto de vista de su implicación en el desarrollo tecnológico industrial. Además de ello, la investigación científica tiene una trascendencia superior en su globalidad a la del sectorial industrial que, desde el punto de vista científico, la hace de gran importancia en sí misma y por los efectos inducidos que genera.

El contenido de la transferencia se refiere a las funciones de investigación científica y técnica que en la actualidad desarrolla la Administración estatal a través de una serie de entidades y organismos de distinta naturaleza tanto pública como privada.

Esta competencia está prevista específicamente en el Estatuto de Autonomía en su art. 10.16, con la única limitación de la coordinación con el Estado.

Al igual que ocurre respecto a otras transferencias pendientes, como en servicios asociados a las infraestructuras, el Estado ha argumentado su negativa a acordar esta transferencia basándose en el carácter de competencias concurrentes, de modo que pretende que la CAPV desarrolle desde su autonomía financiera su propia política de investigación científica y técnica y, a la vez, contribuya con el Cupo al Estado a financiar la política estatal que simultáneamente se desarrolle en Euskadi por instituciones u organismos estatales.

La última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 rechaza la necesidad de traspaso alguno porque los medios existentes están adscritos al ejercicio de la competencia del Estado. No negamos esa apreciación, como ya hemos dicho, sino que rechazamos el trato financiero que pretende el Estado porque al negarse a materializar un acuerdo nos obliga a realizar un doble y simultáneo esfuerzo que permita financiar la política vasca y seguir contribuyendo a la financiación de la política concurrente del Estado. Esta incongruencia ya se está produciendo en la actualidad, sin que, como también se ha dicho, haya sido posible su solución en la negociación del Concierto económico.

El Gobierno Vasco también aprobó y remitió al Estado el 13 de febrero de 2001 una propuesta detallada sobre la transferencia en esta materia, sin que hayamos recibido comunicación razonada al respecto.

En el área educativa queda pendiente también, la transferencia de los servicios administrativos que realizan las funciones de las convalidaciones de estudios y el reconocimiento de estudios (32) realizados en régimen de plena validez en centros extranjeros radicados en la Comunidad Autónoma.

En el desarrollo de una de las últimas Comisiones Mixtas de Transferencias, hace ya varios años, los representantes estatales reconocieron explícitamente que estas funciones debieran corresponder a las autoridades autonómicas vascas aunque permanecieran asignadas a las autoridades del Ministerio en sendos reglamentos estatales básicos. Entonces se adoptó el compromiso de modificar esos reglamentos para adecuarlos a la realidad del Estatuto de Gernika y poder realizar la transferencia. Dicho compromiso, sin embargo, ha sido incumplido, permaneciendo vigentes los reglamentos que impiden materializar un acuerdo.

La última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 considera que esta cuestión es un asunto resuelto incomprensiblemente (de hecho constan comunicaciones anteriores de órganos del Ministerio de Educación que así lo entendían, y a los que el recordatorio del episodio en la Comisión Mixta sumió en un lamentable vacío de explicaciones).

Quedan, por último, una serie indeterminada de flecos relacionados con el área de educación que permitirán completar un nuevo paquete de ampliación de las transferencias vigentes, aunque su contenido está pendiente de ser contrastado con la Administración del Estado.

Se trata de materias que han sido objeto de transferencia a otras Comunidades Autónomas (enseñanzas y titulaciones náutico-pesqueras) o que tienen prevista y reconocida por el Estado su situación como pendiente de transferencia (docentes dedicados a las enseñanzas de religión, o docentes adscritos a los centros penitenciarios).

En todos estos casos sucede que la falta de continuidad y normalidad en las relaciones impide acometer soluciones a situaciones pendientes y contradictorias, provocando una alarmante falta de seguridad jurídica y muchas veces incidencias negativas en posiciones jurídicas individuales de las personas interesadas.

5. c)
Implicaciones para la sociedad vasca 

Como habrá podido apreciarse el autogobierno vasco se extiende en plenitud a la totalidad de gestión de un sistema educativo que se encuentra en plena ebullición, tanto por los importantes retos de futuro que tiene planteados –derivados de los avances tecnológicos y de los progresos sociales- como por las constantes expectativas de cambio que alimentan cíclicamente los distintos programas políticos –en una fase más dirigida a crear la expectativa pura que a acometer con fundamento reformas eficaces-.

Es este un área que se presta notablemente a la demagogia en la confrontación política y que, sin embargo, sufre pacientemente muchos problemas derivados de la complejidad que entraña la gestión de un volumen tan elevado de recursos, los paralelismos entre las redes públicas y las tradicionales redes privadas, la necesidad de imbricación en la sociedad y en el mundo laboral, el prestigio y liderazgo social de los profesionales, etc...

Para la sociedad vasca las lecturas contradictorias que se han hecho del potencial que refleja el Estatuto de Gernika se traducen principalmente en una mayor dificultad de las instituciones vascas para apoyar con eficacia la labor de los profesionales de la educación y para coordinar y dotar de recursos suficientes al sistema educativo.

Las opciones políticas de ámbito estatal, conciben la enseñanza como un único sistema estatal más que como la suma de sistemas territoriales diversos y ricos en sí mismos en singularidades y en potencialidades de desarrollo. La negativa a dotar al sistema educativo de un marcado carácter territorial y las inconfesables intenciones de recuperar decisiones de gestión para la Administración estatal, son los dos problemas más importantes a los que se enfrenta el desarrollo del autogobierno vasco en materia de educación.

El Gobierno estatal ha dejado durante el año 2001 suficientes manifestaciones de esas intenciones tras dos iniciativas legislativas, una sobre Formación Profesional y otra sobre Ordenación de las Universidades, que incluso provocan la percepción de obedecer a una planificación política de clara involución en la conformación legal de todos los sistemas educativos, regresando a posturas pre-constitucionales y a un nuevo escenario de reparto de responsabilidades entre los poderes públicos, en el que el Gobierno estatal y la Administración del Estado ostenten todas las decisiones de política educativa y las Comunidades Autónomas, que verán prácticamente suprimidas todas sus competencias normativas, pasen a desempeñar una función exclusivamente gestora en los centros docentes, condicionada además por las decisiones de coordinación y las políticas de calidad que definirán nuevos órganos y agencias del Estado.

La regulación que pretende el Gobierno estatal para la formación profesional se presentó con la vitola de una deseable integración de todos los sistema reglados con las experiencias desarrolladas en el mercado laboral. Los planteamientos regresivos del anteproyecto estatal, más allá de la intención más llamativa, por abusiva, de que el Estado recupere la dirección y titularidad de centros docentes, se ven en la fijación centralizada de todas las acciones y programas formativos, sin que las autoridades autonómicas tengan asignada ninguna capacidad de adaptación a las singularidades y necesidades que se manifiesten en su respectivo ámbito territorial en función de su tejido empresarial, de las necesidades detectadas hacia diversas profesiones y oficios, de las dificultades de acceso al mercado laboral, de reciclaje, etc... De verse materializada la iniciativa, se pondrán en entredicho los esfuerzos importantes y el trabajo concienzudo que se viene haciendo en Euskadi desde la aprobación del Plan Vasco de Formación Profesional.

El otro asunto de la nueva ordenación de las Universidades ya se encuentra vigente. Al respecto, dentro del rechazo que han expresado la opinión pública y muchos de los propios agentes de las comunidades universitarias, se han destacado tanto la anulación de competencias normativas de las Comunidades Autónomas (que carecerán de capacidad para diseñar una política de educación universitaria) como la reducción de la propia autonomía univesitaria, pues la nueva regulación impone una transformación de las Universidades actuales que puede harcer peligrar su capacidad de adaptación a los nuevos retos, ordenándoles ajustarse a un único patrón de organización, volviendo al sistema de selección del profesorado por oposición nacional y condicionando la oferta educativa, la admisión de alumnos, los planes de estudio y otras muchas decisiones de índole académico y gestor a nuevos reglamentos que se reserva el Gobierno estatal. A las Comunidades Autónomas se les relega en este proyecto a una única misión financiadora de la actividad universitaria, sobre la que carecerán de influencia y de toda capacidad indispensable para dar un uso eficiente a los recursos públicos.

La ciudadanía vasca tiene que ser consciente de que, más allá de las interferencias de política general que inundan la vida educativa, el problema real para que los servicios educativos sean simplemente eficaces y eficientes deriva, por una parte, de la insuficiencia de reconocimiento de capacidades a las instituciones vascas para decidir la política de recursos y, por otra parte, de la ambición de políticas estatales por controlar las decisiones de gestión de los recursos e imprimir una determinada dirección política homogénea al sistema en su conjunto.

VI.- ÁREA DE INTERIOR

6. a)
Contenido del autogobierno vasco

Principalmente el contenido del autogobierno vasco que refleja el Estatuto de Gernika se refiere a la competencia en materia de seguridad ciudadana y al importante y decisivo instrumento que para ello supone la disponibilidad de una policía autónoma de modelo integral, para el desempeño de sus funciones en defensa de la legalidad vigente, en la protección de las personas y de sus bienes, y en el mantenimiento del orden público.

Es de señalar que este importante bagaje competencial está previsto en el Estatuto de Gernika con el apoyo expreso de nuevo, al igual que ocurre en el caso de la enseñanza, en la disposición adicional primera de la Constitución.

Aunque la configuración completa y desarrollo de la policía vasca ‑Ertzaintza- parece haber colmado las expectativas del teórico contenido estatutario, en este área se puede afirmar, más que en muchas otras que el pleno disfrute del contenido asignado al autogobierno vasco es más una cuestión práctica de continua adaptación de la ertzaintza y de los recursos e instrumentos de que dispone a las necesidades reales de cada momento.

Es decir, que la propia naturaleza de las funciones, tanto como el carácter integral que se predica de la policía vasca, exigen necesariamente un enfoque dinámico del contenido del autogobierno vasco en esta materia.

En ese proceso se sitúan gran parte de las necesidades de coordinación y colaboración con otras policías del entorno, en particular desde un acceso directo y participativo en el Acuerdo de Schengen desde el que comenzó a definirse el futuro de un espacio europeo de seguridad y en el ordinario desempeño de funciones de policía judicial conforme determinen las Leyes procesales.

Materia distinta también aunque completamente conectada con esta área (que se aborda en el área de Justicia) es la relacionada con la aplicación de la legislación penitenciaria y la consiguiente dirección y gestión de los establecimientos e instituciones penitenciarias.

Por otra parte, siguiendo los esquemas tradicionales de organización y gestión de las labores más estrictas de seguridad, junto a las mismas son asociables un importante conjunto de facultades y de campos de actividad que se consideran incluidos en la misma previsión estatutaria o en otras complementarias, caso de las actividades relativas al tráfico y seguridad vial, protección civil y emergencias o, de un modo más específico, las relacionadas con la organización y aseguramiento de los procesos electorales.

6. b)
Transferencias pendientes

Más allá de las necesidades y expectativas que afectan al buen desarrollo de las funciones concernientes a la seguridad ciudadana, destacan por su tradicional relación con este área otras materias en las que se puede afirmar que quedan espacios del Estatuto de Gernika sin posibilidad de ser activados ante la falta de transferencias.

Uno de ellos es el caso referente a que, de conformidad con el art. 10.3 y 37.3.e) del Estatuto de Gernika, los Territorios Históricos tienen competencia exclusiva sobre el Régimen electoral municipal (20).

Dicha competencia se incluye entre lo que se ha denominado como "núcleo esencial de la foralidad", es decir como aquellas materias que pertenecen a la esencia de las propias Instituciones Forales.

El contenido de la transferencia debe comprender por ello, el traspaso de los medios personales y materiales para que las Instituciones Forales organicen los procesos electorales a celebrar en su ámbito, con el límite de la competencia estatal sobre los elementos esenciales que constituyen el derecho fundamental de sufragio y el marco jurídico básico de los distintos procesos electorales.

Incomprensiblemente, la última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 considera que la gestión de procesos electorales municipales que corresponde a las instituciones forales del País Vasco no puede ser objeto de transferencia por entender que corresponde a la competencia exclusiva del Estado en virtud de sus facultades para “establecer las condiciones básicas que garanticen la igualdad en el ejercicio de derechos”.

Respecto a los Servicios privados de seguridad (19), de conformidad con la legislación vigente que regula dicha materia, confluyen dos tipos de actividad pública: una primera, relativa a funciones administrativas vinculadas a labores de autorización, inspección, sanción y formación, entre otras, y una segunda respecto a funciones de naturaleza policial.

La transferencia debe abordar ambos tipos de funciones, sin perjuicio de su tratamiento en el marco específico de la Junta de Seguridad prevista en el artículo 17.4 y Disposición Transitoria Cuarta del Estatuto de Autonomía, cuestión ya tratada inicialmente en la sesión de dicho órgano celebrada en junio de 1993. Posteriormente a la Ley estatal correspondiente, los reglamentos del Estado en esta materia vaciaron las competencias autonómicas, por lo que fueron objeto de conflictos de competencia ante el tribunal constitucional por distintas CCAA, encontrándose desde hace muchos años pendientes de sentencia.

La última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 zanja la cuestión al estimar que los servicios de seguridad privada son de competencia exclusiva del Estado, apreciación que evidentemente no podemos compartir en absoluto, pues se alega para ello el fundamento del artículo 149.1.29ª CE que atribuye al Estado competencia en materia de seguridad pública sin perjuicio de los casos de creación de policías autónomas (nada indica ese precepto sobre servicios de seguridad privada).

También en este área se comprenden las funciones de naturaleza ejecutiva relativas a la matriculación y permisos de circulación de los vehículos (17), así como el conjunto de actuaciones administrativas de ejecución relativas a los permisos de conducción, incluyendo la realización de exámenes, expedición de los permisos, suspensiones y retiradas.

La reciente Ley estatal en materia tráfico vuelve a impedir esta transferencia y asimismo la última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 zanja la cuestión al estimar que todos esos servicios de mera ejecución o gestión son de competencia exclusiva del Estado, apreciación que evidentemente tampoco podemos compartir en absoluto, pues también se alega para ello el fundamento del artículo 149.1.29ª CE que atribuye al Estado competencia en materia de seguridad pública sin perjuicio de los casos de creación de policías autónomas.

6. c)
Implicaciones para la sociedad vasca

Las implicaciones que para la sociedad vasca tiene principalmente el desencuentro en materia de seguridad pública son incalculables en términos de desconfianza, hastío e incluso de riesgo de fractura de la convivencia social.

Resulta imprescindible tanto para la sociedad vasca como para la fortaleza del propio sistema democrático el consenso político, más allá y sin perjuicio lógicamente del inequívoco deseo de todos los ciudadanos y ciudadanas vascas por alcanzar la pacificación y normalización de Euskadi.

Todo el resto de cuestiones pendientes en materias relacionadas con el área de interior padecen los efectos políticos de una situación traumática para toda la sociedad vasca que impide avances normalizados de la convivencia y, en consecuencia, del normal ejercicio de funciones públicas.

VII.- ÁREA DE JUSTICIA

7. a)
Contenido del autogobierno vasco

El área de Justicia viene condicionado en el Estatuto de Gernika por lo que se han denominado como cláusulas subrogatorias, que se refieren a las expresiones que utilizan algunos Estatutos de Autonomía para indicar que las competencias que puede asumir la respectiva Comunidad Autónoma dependen de lo que disponga la legislación estatal sobre el Poder Judicial.

En este área el contenido del autogobierno vasco está, por lo tanto, a caballo entre las expectativas que suscita la literalidad inicial del Estatuto de Gernika y la matización siguiente de su plasmación conforme disponga la Ley Orgánica del Poder Judicial, cuyos contenidos han resultado ciertamente tortuosos y regresivos respecto a la letra del texto estatutario.

Así, mientras el Estatuto indica que la organización de la Administración de Justicia en el País Vasco culminará en un Tribunal Superior ante el que se agotarán las distintas instancias procesales, bien por razón del sistema de recursos judiciales, bien por razón del discutido mantenimiento de la Audiencia Nacional, el Poder Judicial no se ha estructurado en el sentido indicado.

Pero más aún, a pesar de que el Estatuto de Gernika indica que corresponderá a la Comunidad Autónoma dentro de su Territorio la provisión del personal al servicio de la Administración de Justicia y de los medios materiales y económicos para su funcionamiento, en los mismos términos en que se reserve tal facultad al Gobierno estatal en la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta última Ley incumple palmariamente esta previsión, otorgando al Gobierno estatal facultades que no tiene el Gobierno vasco sobre gran parte de la organización administrativa judicial y que impiden inequívocamente a las instituciones vascas disponer con autonomía el funcionamiento meramente organizativo de la llamada oficina judicial.

Gran parte de culpa de esta situación la achacamos a la configuración radicalmente centralizada del Consejo General del Poder Judicial, como órgano de gobierno independiente, únicamente en teoría, como lo atestiguan las pasadas disputas entre las fuerzas políticas mayoritarias de ámbito estatal por copar y controlar la designación de sus miembros.

Asimismo, es de señalar la notable incongruencia y anacronismo que supone el mantenimiento de los cuerpos nacionales de funcionarios dentro del grueso del personal al servicio de la Justicia y, consecuencia de todo ello, la beligerancia del Estado contra el Gobierno vasco para impedir la puesta en práctica de acuerdos sindicales sobre organización de las oficinas judiciales en Euskadi, a pesar de su contrastado prestigio en otros ámbitos territoriales.

7. b)
Transferencias pendientes

El área de Justicia precisa más bien una recomposición y reforma a fondo de la organización del Poder Judicial de la que, como se ha visto, debieran derivar mayores perspectivas de materialización de las previsiones literales del Estatuto de Gernika.

Por lo demás, dentro de esta área destaca como pendiente la importante transferencia relativa a los centros penitenciarios y a la actividad administrativa penitenciaria (26).

El contenido de las funciones a transferir supone la organización y funcionamiento de los centros penitenciarios, estableciéndose los sistemas de relación precisos entre las Administraciones Penitenciarias. A tal fin, el concepto básico que ha de promoverse es el de territorialidad, garantizando la cercanía de las personas detenidas a su entorno familiar y social como principio reconocido en el ordenamiento penitenciario. Asimismo, deberá atenderse en particular a la adecuada renovación de las infraestructuras penitenciarias en el País Vasco.

El Estado ha rechazado sistemáticamente el diálogo para alcanzar acuerdos sobre esta transferencia, confundiéndola ante la opinión pública en diferentes ocasiones con el trasfondo de las discrepancias políticas en materia de normalización y pacificación.

La última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 se limita a considerar que ésta es una materia pendiente de acuerdo.

Asimismo tampoco hemos recibido respuesta razonada sobre el posicionamiento del Estado ante la propuesta detallada para alcanzar un acuerdo de transferencia que le remitió el Gobierno Vasco el 13 de febrero de 2001.

7. c)
Implicaciones para la sociedad vasca y expectativas de futuro

Las implicaciones que para la sociedad vasca puede tener la actual perspectiva de centralización de la mayor parte de funciones relacionadas con la Administración de Justicia siguen de un desajuste, cada vez más evidente, entre la tendencia política general de descentralización que traslada el modelo autonómico y una situación anacrónica de enclaustramiento de uno de los poderes públicos más relevantes del sistema democrático en el entramado central de poder político estatal.

Son innumerables ya los intentos fallidos de reforma de la justicia para mejorar su funcionamiento como servicio público eficaz, anunciados desde los programas políticos partidarios y desde los sucesivos Gobiernos estatales, sin que ninguno de ellos cuaje en aquellas partes del sistema más organizativas, porque una y otra vez se limitan a enunciar objetivos de esa naturaleza y a reducir los cambios única y exclusivamente a cuestiones colaterales sobre la carrera y las condiciones laborales de jueces y magistrados.

Ninguno de los servicios públicos ha podido modernizarse y adecuarse a las demandas de la ciudadanía en su funcionamiento sin hacerse verdaderamente permeable a la organización territorial del Estado, incorporando los suficientes elementos de descentralización en su gestión y de autonomía de sus agentes.

El propio entramado del Poder Judicial debe impregnarse de nuevos aires de consenso distintos a los actuales, así como de nuevas fórmulas de estructuración del Poder Judicial en las que se vea de un modo transparente el papel político de las Comunidades Autónomas.

El Estatuto de Gernika dice que corresponde a las instituciones vascas dirigir la actividad y las instituciones penitenciarias. Distintos representantes del Gobierno estatal han dicho que habría que consultar a los españoles si procede esta transferencia y que no se dan las condiciones para que pueda cumplirse el Estatuto en este extremo.

Trasladan a la sociedad vasca que los desacuerdos políticos en materia de pacificación y política antiterrorista impiden cumplir el Estatuto, ésta es la cuestión.

Sin embargo, no son leales del todo con esta sociedad vasca, porque de la gestión de los centros que se encuentran en Euskadi, como lugares en los que también existe una obligación de servicio público, dice el Estatuto de Gernika que se tienen que ocupar las instituciones vascas y todavía no se ha permitido que esto pueda hacerse realidad.

VIII.- ÁREA DE CULTURA

8. a)
Contenido del autogobierno vasco

Según el Estatuto de Gernika y la propia Constitución, la cultura es una materia de competencia exclusiva de la CAPV, sin perjuicio de que el Estado también deba considerarla como un servicio y atribución esencial y deba facilitar la comunicación cultural entre todas las Comunidades Autónomas.

El contenido del autogobierno vasco respecto a la cultura debe ser tan amplio y ambicioso como lo es la propia materia, considerada asimismo dentro del respeto a pluralidad de identidades que demuestra la sociedad vasca actual y vehiculizada desde la acción de los poderes públicos a través de innumerables mecanismos dirigidos a su promoción y preservación.

8. b)
Transferencias pendientes

En cuanto a los archivos de titularidad estatal (29) radicados en territorio de la CAPV, así como respecto a los fondos bibliográficos de titularidad estatal depositados en la Biblioteca de Vitoria-Gasteiz, debe transferirse la gestión de los mismos, estableciéndose el traspaso de personal y medios materiales vinculados, así como las condiciones de la gestión del servicio.

La última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 se limita a considerar que ésta es una materia pendiente de acuerdo.

También, la CAPV debe asumir, tal como se preveía en el Real Decreto 3069/1980 de Transferencias al País Vasco, en su ámbito territorial, los servicios, funciones y dotaciones que el Estado destina a través del Fondo de Protección a la Cinematografía, a la promoción de los medios audiovisuales tanto en su dimensión cultural como empresarial o industrial. 

Recientemente se ha tramitado en las Cortes Generales un cambio legislativo en las normas que rigen esta actividad promocional de lo audiovisual, bajo la concepción de que únicamente es el Estado quien interviene como poder público competente y obviándose, por lo tanto, varias de las competencias vascas, la concerniente a la materia de cultura y en las materias de industria y promoción económica.

La última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 dice que no procede transferencia alguna porque los medios son necesarios para el desempeño de funciones de carácter supracomunitario. Desconocemos a qué medios se refiere esa nota, pues más bien se trata de un fondo de recursos económicos al que contribuimos con el Cupo al Estado y del que quedamos excluidos en su gestión centralizada actual. De nuevo pudiera tratarse de una cuestión que encuentre solución en el Concierto económico.

8. c)
Implicaciones para la sociedad vasca y expectativas de futuro

Las consecuencias que acarrea la tendencia incesante a la politización de cuantas manifestaciones culturales existen, suponen una notable pérdida de valor de su indudable riqueza intelectual y económica.

Sólo la normalización política del País puede ofrecer expectativas positivas de futuro para un ámbito como el de la cultura, que, no obstante, sobrevive con fuerza propia porque es expresión de la razón de ser de la propia sociedad vasca.

IX.- AREA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, PESCA Y ALIMENTACIÓN

9. a)
Contenido del autogobierno vasco

El Estatuto de Gernika contempla el máximo nivel competencial en todas estas materias, si bien son muchos los elementos que vienen condicionando esta exclusividad, principalmente el modo transversal que supone su concepción como sectores de la actividad económica y, por lo tanto, sujetos a la ordenación general de la misma que corresponde al Estado.

Por otra parte, también en todas estas materias resultan decisivos los Tratados constitutivos de las Comunidades europeas, haciendo que la actual Unión europea, a través de sus instituciones, resulte en última instancia la competente para establecer lo que se han denominado Políticas Comunes, esto es, planes estratégicos completos que, junto con sus normas correspondientes, disciplinan el comportamiento de cuantos agentes públicos o privados que intervienen en estos sectores, tanto a nivel de grandes principios y medidas de protección de los recursos, como a nivel de control de la actividad productora, comercializadora, distribuidora, etc...

Las instituciones vascas tienen por tanto en estas materias el mismo cometido promocional e impulsor de la actividad económica que es predicable en el área de la industria y el comercio, dándose en todo caso una mayor presencia de actividad pública administrativa por la tradicional incidencia que han desarrollado los poderes públicos respecto a la protección de los recursos naturales y por la sensibilidad que desde los principios de las políticas europeas se ha trasladado, en el sentido de conjugar el aprovechamiento sostenido de los recursos naturales con una equilibrado desarrollo de la actividad económica que les rodea.

9 b)
Transferencias pendientes

Completar de una manera global, en el momento presente, el autogobierno en el área de referencia requiere el traspaso de las funciones y servicios que actualmente gestiona la Administración del Estado a través del Fondo de Regulación y Organización de mercado de Productos de la Pesca y Cultivos Marinos (FROM), de la inspección pesquera y de los Seguros Agrarios.

Debe producirse la asunción por la Comunidad de las funciones y servicios en el ámbito de los productos de la pesca y cultivos marinos que en el Estado español desempeña el órgano administrativo FROM (47), a fin de poder contribuir desde la CAPV a: 

· potenciar y mejorar las estructuras y regímenes de comercialización pesqueros y mantener los precios en niveles adecuados a través de la regulación del mercado de los productos de la pesca, adecuando la oferta a la demanda alimentaria de la población y viceversa, a través de campañas de orientación y promoción del consumo;

· establecer criterios de comercialización e impulsando la constitución de Organizaciones de Productores Pesqueros; 

· mejorar la competitividad de las empresas del sector en su dimensión transformadora y comercializadora, así como las estructuras de servicios básicos para el sector pesquero y los beneficios sociales y asistenciales al mismo.

Todo ello debe entenderse sin perjuicio de las facultades del Estado sobre pesca marítima, bases de la ordenación del sector pesquero y coordinación de la planificación general de la actividad económica.

De nuevo la última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 considera que no es posible la transferencia porque sus medios sirven al ejercicio de funciones supracomunitarias, que no se especifican y que nos llevan, como en anteriores casos, a la reproducción de un problema de fondo de naturaleza financiera.

En lo que respecta a la inspección pesquera (48) se hace preciso completar las funciones que ya ejerce la CAPV sobre las aguas interiores de su litoral, con las funciones inherentes al ejercicio de dicha actividad pública en el resto de las aguas sometidas a jurisdicción española, con arreglo a los mecanismos jurídicos oportunos dentro de un ámbito político de colaboración y en los términos que de éstos resulte.

La última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 responde que la inspección pesquera es competencia exclusiva del Estado, respuesta lacónica respecto a un planteamiento que reconocemos no responde propiamente al esquema de las transferencias porque es cierto que el Estado tiene competencias en aguas exteriores y lo que se pide es una colaboración y cooperación eficaz para que el Gobierno Vasco proyecte su competencia en aguas interiores con un aprovechamiento conjunto y más racional de los recursos dedicados a la inspección.

Por último, respecto a los seguros agrarios (49), la materia supone la previsión de riesgos que posibilite la estabilidad económica mediante el mecanismo de la indemnización en los sectores agrario y pesquero en el ámbito territorial del País Vasco. Debe asumirse por las Instituciones autonómicas tal materia con la transferencia de las correspondientes funciones y servicios que la Administración del Estado desarrolla a través de la Entidad Estatal de Seguros Agrarios (ENESA) y del propio Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación. Todo ello, en cumplimiento de la Ley de Seguros Combinados (Ley 87/1988), que en su art. 2 establece que "su ámbito de aplicación comprenderá todo el territorio del Estado Español, y la gestión y administración se realizará con criterios de descentralización de la Administración de la Agricultura, sin perjuicio de lo que sobre las mismas dispongan los Estatutos de Autonomía".

Sin embargo, la última comunicación del MAP de 22 de octubre de 2001 considera que los seguros agrarios son de competencia exclusiva del Estado por entender que su caracterización responde a una medida de ordenación general de la economía –art. 149.1.13ª CE-. No podemos compartir ese criterio respecto a una actividad administrativa pública de gestión subvencional de fondos públicos que tiene un desenvolvimiento ordinario permanente, respecto a cuyo traspaso creemos que únicamente existe el obstáculo, repetido en varios otros casos, de que existe una sociedad estatal a la que se asignó la función por parte del Estado y que ahora se niega a transformar por razones de conveniencia política.

9 c)
Implicaciones para la sociedad vasca y expectativas de futuro

Las implicaciones que para la sociedad vasca traen las lecturas restrictivas de las capacidades del autogobierno vasco en estos ámbitos se manifiestan principalmente en la limitación de medios e instrumentos para realizar políticas eficaces de protección, promoción e impulso en Euskadi de los sectores terciarios de la economía y de los sectores industrial, comercial y de servicios asociados a aquellos que, no obstante, mantienen un tono competitivo y prometedor en muchas partes del País, con importantes sistemas de producción, transformación y comercialización de los productos de la agricultura, la ganadería y la pesca.

X.- GARANTÍAS POLÍTICAS DEL AUTOGOBIERNO VASCO

Dedicamos este apartado a analizar la incidencia de otros muchos factores que, sin ser necesariamente competenciales, inciden sobre el bagaje competencial derivado del Estatuto de Gernika, bien impidiendo que sus contenidos se activen, bien posibilitando su desconocimiento o su interpretación en un sentido regresivo para el autogobierno vasco.

Sin que este apartado responda a un criterio técnico estricto, digamos que en todos los aspectos siguientes se encuentra en juego la garantía política de la existencia del propio autogobierno vasco, de modo que se trata de situaciones heterogéneas en las que se propicia una pérdida irreparable de elementos indispensables para que la sociedad vasca, a través de sus instituciones, pueda defender sus intereses, evitar o contrarrestar decisiones que le perjudiquen, hacerse valer y oír, en definitiva, como expresión de su identidad y razón de ser.

La existencia de mecanismos de participación o de presencia eficaz en todos los foros en los que se tomen decisiones que pueden influir sobre los intereses de la sociedad vasca constituye un primer elemento garantista.

Esta cuestión puede tener innumerables manifestaciones que nos llevarían, en última instancia, a analizar el propio funcionamiento del Estado como entramado de instituciones que debe ser permeable a la organización territorial del poder político de la que se ha dotado constitucionalmente, o hacia donde ésta pueda evolucionar en un futuro.

A este punto de vista pertenecen un conjunto importante de déficits, tanto en lo estructural como en lo coyuntural, que hacen del Estado español un modelo en construcción inacabada, en el que se encuentran pendientes de definir asuntos que afectan a todos los Poderes del Estado y que influyen decisivamente en la dimensión de las garantías de las que dispone realmente el autogobierno vasco.

Así se aprecia en la configuración del Senado, como cámara legislativa que no responde a su concepción constitucional de carácter territorial, o en la organización de un gran número de instituciones constitucionales que influyen decisivamente incluso en la autonomía política, caso del Tribunal Constitucional, o desde otra perspectiva, caso del Consejo General del Poder Judicial.

A nivel ejecutivo o gubernamental se plantean este tipo de necesidades con una dimensión más práctica y visible para la sociedad vasca.

Ya se ha destacado en diferentes áreas la cuestión de la participación autonómica en los foros europeos. Este es un asunto de la máxima actualidad y que tiene una proyección de futuro, en la medida en que la mayor parte de materias en las que es posible afirmar la existencia de hechos diferenciales previstos en el Estatuto de Gernika (sistema fiscal, competencias en materia de seguridad, de infraestructuras, de promoción económica, etc...), las instituciones vascas tienen cerrada por parte del Gobierno español, la más mínima participación en cualquier foro decisivo de la Unión europea.

Los sucesivos Gobiernos españoles se han negado en redondo a admitir que la proyección europea de las políticas públicas y la participación gubernamental en las instituciones y foros europeos de cualquier índole deba estar adecuada a la organización política interna del Estado español. Incluso el Gobierno español ha mostrado en las negociaciones de los distintos Tratados europeos una de las posiciones más duras y contrarias a la participación de autoridades nacionales y regionales no estatales, de modo que estamos ante una cuestión exigible tanto a nivel interno (cómo se organiza la toma de decisiones del Estado español de cara a Europa) como a nivel externo (cómo se organiza la representación y participación española en las instituciones europeas).

No puede ser, por ejemplo, por incongruente y contrario a los intereses de la sociedad vasca, que el Gobierno español negocie en Europa la política pesquera en una cuestión que afecte exclusivamente a la flota vasca, sin que las instituciones vascas participen y tomen parte eficaz en la construcción y defensa de la posición negociadora.

Otra cuestión relevante la constituye la propia defensa institucional del autogobierno, respecto a la que se producen desequilibrios notables que le permiten al Gobierno español imponer su criterio unilateral en los desencuentros con las autoridades autonómicas, haciendo uso con fines políticos de una amplia gama de instrumentos y tecnicismos jurídicos capaces de anular la autonomía política, suspender el ejercicio de competencias autonómicas o alterar unilateralmente muchas de las políticas públicas autonómicas.

La sociedad vasca se da cuenta, por injusto, de los abusos y de las lamentables consecuencias que tiene pasar una racha de mal entendimiento político con el Gobierno estatal. Más allá del bloqueo al que se somete el desarrollo del autogobierno vasco, se produce, por ejemplo, un incremento de los supuestos en que el presidente del Gobierno español suspende las Leyes aprobadas en el Parlamento Vasco, sin que la CAPV tenga a su alcance ningún instrumento que le permita defender la garantía institucional política del autogobierno vasco.

Aquí cabe entonces esa dialéctica del debate político que presenta al Estatuto de Gernika como una de las cartas políticas de mayor contenido y capacidad de autogobierno en el panorama europeo y una realidad de su aplicación práctica, esto es, un bagaje de posibilidades reales de que las competencias y capacidades de decisión previstas en el mismo sean activadas, lleno de cortapisas y de mecanismos capaces de anular lo escrito.

Por eso consideramos que existen muy pocas garantías políticas del autogobierno vasco y por eso consideramos que uno de los esfuerzos principales de futuro debe orientarse a clarificar el nivel de instrumentos y mecanismos legales eficaces que permiten restituir o defender ‑en definitiva hacer ciertamente real‑ el bagaje teórico que se predica de ese autogobierno vasco.

Finalmente, resta considerar todo un gran apartado en la autonomía financiera que tienen reconocidas las instituciones vascas en el Estatuto de Gernika, donde se han producido en los últimos años muchas tensiones y situaciones contradictorias que han puesto de manifiesto déficits en el mismo sentido de inexistencia de garantías institucionales.

Episodios como los de los recursos en masa de las normas fiscales vascas ante los tribunales de justicia por parte del Estado, que acude al Tribunal europeo para actuar de defensor de las mismas normas antes recurridas, han puesto de manifiesto la necesidad de dotar al autogobierno vasco en materia financiera de una garantía de reconocimiento general que debe proyectarse a nivel europeo para que no quede perturbado en su dimensión de fondo y genere incertidumbres e inseguridades en la sociedad.

La actual fase de negociación de un nuevo Concierto Económico vasco tiene muchas expectativas y necesidades depositadas en su seno, a fin de que la sociedad vasca disponga de un marco de capacidades y relaciones de sus instituciones en el plano económico actualizado y adaptado para poder hacer frente a los retos del futuro en el marco de la actual economía globalizada.

Una etapa que configure un nuevo punto de encuentro, un nuevo Pacto con “garantías” que permita alcanzar consensos básicos aún pendientes y establecer un marco definitivo para la convivencia.
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